
enterraba cada año miles de to-
neladas de residuos procedentes 
de Reino Unido o Italia.

Andalucía generaba entonces 
300.000 toneladas e importaba 
850.000, casi tres veces más, se-
gún datos oficiales. Y esa es la cla-
ve del asunto: la decisión políti-
ca buscaba revertir que la basura 
tóxica de otras regiones y países 
acabara sepultada en el subsuelo 
andaluz, para lo que el Ejecutivo 
eligió la fórmula de una enmien-
da parlamentaria. La norma daba 
un plazo de tres años que ha ter-
minado esta primavera. Por eso, 
el problema empieza ahora para 
la industria patria.

Mientras, los traslados trans-
fronterizos (desde la UE y países 
terceros) también se han reduci-
do de manera drástica: “Empeza-
mos a pedir informes a las autori-
dades de origen [de los residuos, 
como Montenegro] para pregun-
tar si había instalaciones más cer-
canas”, explica un antiguo cargo 
en la Consejería de Sostenibilidad 
y Medio Ambiente andaluza que 
pide anonimato. “La rentabilidad 
de las plantas andaluzas era tirar 
los precios, y se me ocurren po-
cas maneras al margen de bajar 
los salarios”, añade con retranca 
este exresponsable.

Desde la Comunidad Valen-
ciana, de donde salen cada año 
458.000 toneladas de residuos 
hacia otras regiones al carecer 
de plantas de gestión, la patronal 
se suma a la queja por el cierre 
desde el sur. “Las empresas va-
lencianas se ven obligadas a tras-
ladarlos a destinos cada vez más 
alejados, con el consiguiente in-
cremento de los costes de trans-
porte y gestión”, lamenta Elisa del 
Río, directora del área técnica de 
la Confederación Empresarial de 
la Comunidad Valenciana.

Ecologistas en Acción, muy 
crítica con el Gobierno de Juan 
Manuel Moreno, apoya esta vez 
su restricción, aunque cree que se 
queda corta al no acotar las ex-

cepciones y convertir la norma 
en “interpretable”. “Nos parece 
bien la prohibición y el argumen-
to de Asegre de la proximidad es-
tá cogido con alfileres. La gestión 
de los residuos es autonómica y 
las comunidades se tendrán que 
buscar la vida. Exigirle a Ceuta un 
vertedero es exagerado, pero no 
a otras como la [Comunidad] va-
lenciana”, replica Carlos Arribas, 
responsable de residuos en la or-
ganización conservacionista. 

El sector, con una decena de 
estas complejas instalaciones 
en todo el país, es opaco y huye 
del ruido porque ningún pueblo 
quiere cerca un vertedero o plan-
ta, y menos de residuos peligro-
sos. “Todos los gestores nos pusi-
mos a notificar envíos como locos 
en 2023 para apurar los plazos. 
Estos tres años, Asegre se ha reu-
nido con la Junta para que cam-
biara de opinión, pero no ha po-
dido rascar nada. Todo nació con 
Montenegro porque fue mucho 
tráfico, todo legal y con poca pe-
ligrosidad, pero a la vista de todo 
el mundo porque salió en pren-
sa. Ahora empieza el descenso y 
espero que nos afecte a un tercio 
de nuestros residuos”, confía un 
gestor de una de las tres plantas 
de tratamiento andaluzas que pi-
de anonimato. Estas plantas están 
ubicadas en Nerva (Huelva), Jerez 
y Los Barrios (Cádiz). 

Las plantas argumentan que 
la prohibición andaluza hará que 

el traslado de residuos de una 
planta en Murcia o Extremadu-
ra empeore su huella ambiental, 
ya que aumentarán el riesgo de 
accidentes y las emisiones en el 
transporte. “Un residuo genera-
do en Almería puede trasladarse 
a Huelva, recorriendo cientos de 
kilómetros, pero no desde Bada-
joz, pese a estar mucho más cerca. 
Al aplicar esta limitación, la Jun-
ta introduce barreras artificiales 
e impide tratar los residuos en la 
instalación adecuada más próxi-
ma”, censura Luis Palomino, se-
cretario general de Asegre. La 
patronal considera que la medi-
da andaluza choca con la ley esta-
tal de residuos, que fija la gestión 
de los residuos peligrosos con el 
principio de proximidad geográ-
fica como máxima.

Los residuos peligrosos alcan-
zaron los 3,3 millones de tonela-
das en 2023, último año con datos, 
y un 3,8% menos que en 2022, se-
gún el Instituto Nacional de Es-
tadística. Los restos tóxicos que 
genera la gran industria son muy 
diversos y destacan los químicos, 
los equipos desechados y los resi-
duos minerales. El objetivo es evi-
tar que los residuos acaben en el 
medio ambiente y, para ello, los 
industriales acuosos se trasladan 
a plantas físico-químicas, otros se 
estabilizan con reactivos y otros 
sólidos se entierran si no admi-
ten tratamiento, como el amianto. 
Hay de todo: estireno, ácidos del 
decapado de superficies metáli-
cas, óxido waelz o polvo de acería. 

La creación de una planta pa-
ra tratar los residuos peligrosos 
industriales requiere una inver-
sión millonaria, años de planifi-
cación y permisos administrati-
vos laboriosos. Sin embargo, el 
principal escollo suele ser la ubi-
cación, una cuestión muy espino-
sa, dado que las plataformas ve-
cinales pueden echar por tierra 
la apuesta económica, a pesar de 
los parabienes del Gobierno re-
gional de turno. 

El vertedero Verinsur, en Jerez de la Frontera, el viernes. ÓSCAR CORRAL

Andalucía impide desde hace un 
mes que los residuos peligrosos 
de otras regiones se traten o en-
tierren en su territorio, por lo que 
los gobiernos y la industria de la 
Comunidad Valenciana, Madrid, 
Murcia, Canarias y Extremadura 
buscan a la desesperada solucio-
nes alternativas para ubicar estos 
desechos contaminantes. El Go-
bierno andaluz (PP) solo admite 
por “solidaridad interterritorial” 
envíos excepcionales desde Ceuta 
y Melilla, y residuos que puedan 
ser “valorizados” para reintrodu-
cirse en el mercado. Con esta se-
vera limitación, unas 100.000 to-
neladas de residuos tóxicos serán 
desplazados a otras plantas y ver-
tederos más al norte, más caras 
para las fábricas, según lamenta 
la patronal de los gestores de re-
siduos industriales, Asegre. 

“Estamos buscando nuevas 
ubicaciones fuera de Canarias, 
pero ninguna comunidad está 
por la labor de seguir recibien-
do residuos”, admitió el jueves 
el consejero canario de Transi-
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ción Ecológica y Energía, Maria-
no Hernández. “La principal ex-
portación de Canarias hoy es el 
combustible y la segunda son los 
residuos. Canarias debe avanzar 
a una solución propia, segura y 
estable, pero no es nada sencillo”.

Canarias exportó a la Penín-
sula 4.200 toneladas de desechos 
con amianto en 2024 y ahora su-
fre un atasco de esta basura tras el 
cerrojazo andaluz. “Todo el mun-
do está muy nervioso con los re-
siduos de amianto y ahora cada 
operador busca una alternativa a 
Andalucía. Unos en Aragón, otros 
en Cantabria y otros en Galicia, 
con costes diferentes”, matiza Án-
gel Montañés, director general de 
calidad ambiental canario.

El veto andaluz surgió tras 
el polémico traslado en barco 
de 30.000 toneladas de grana-
lla y tierras contaminadas desde 
Montenegro hasta Nerva (Huel-
va) en 2022. Al año siguiente, el 
Gobierno autonómico aprovechó 
su Ley de Economía Circular pa-
ra restringir las importaciones y 
dejar de ser “la cloaca de Europa”, 
en palabras de Ecologistas en Ac-
ción, que subrayó cómo la región 

Los desechos 
tóxicos buscan 
vertedero tras su 
veto en Andalucía

La Junta prohíbe la entrada de residuos 
peligrosos de otras regiones. 
Las alternativas encarecen su gestión

El dato

850.000
toneladas de residuos tóxicos 
recibía Andalucía, según 
cifras de 2022. Por contra, 
la comunidad generaba unas 
300.000. La Comunidad 
Valenciana, que carece de 
plantas de gestión, exporta una 
458.000 toneladas.
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